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de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia de 
dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la de 
29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables». 

La convocatoria de huelga afecta a servicios esenciales 
que desempeñan los trabajadores de las empresas de asis-
tencia telefónica de emergencias 112, del servicio público de 
información telemática de menores 900851818, del servicio 
telefónico de información a la mujer, y del servicio telefónico y 
on-line de asistencia legal a las mujeres víctimas de violencia 
de género 900200999, en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, servicios que hacen posible el desarrollo 
de las prestaciones siguientes: la necesaria coordinación ope-
rativa municipal, bomberos, policía, teleasistencia a personas 
mayores, personas con discapacidad, mujeres y menores mal-
tratados; así como el servicio de averías de emergencias 112, 
de energía eléctrica, gas y suministro de agua en la Comuni-
dad Andaluza; por ello la Administración Pública se ve com-
pelida a garantizar dicho servicio esencial mediante la fijación 
de servicios mínimos, por cuanto que la falta de protección de 
los referidos servicios prestados por estas empresas colisiona 
frontalmente, entre otros, con los derechos a la vida y a la inte-
gridad física, a la libertad y seguridad, y a la garantía y protec-
ción de bienes como la salud y la atención de un sistema de 
servicios sociales para menores, mujeres, personas con disca-
pacidad y personas mayores proclamados en los artículos 15, 
17, 39, 43, 49 y 50 de la Constitución, respectivamente.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto 
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar los 
servicios mínimos necesarios, éstas no han alcanzado ningún 
acuerdo, por lo que de conformidad con lo que disponen los 
preceptos legales aplicables, artículo 28.2 de la Constitución; 
artículo 63.1.5.º de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, 
de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía; artículo 
10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relacio-
nes de Trabajo; Real Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre, 
sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración 
del Estado a la Junta de Andalucía en materia de trabajo; 
Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 
26 de noviembre de 2002, sobre competencias para la deter-
minación de servicios mínimos en el sector sanitario; Decreto 
del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructura-
ción de Consejerías; Decreto 136/2010, de 13 de abril, por 
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de 
Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo, y la doctrina del 
Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de las empresas de asistencia 
telefónica de emergencias 112, del servicio público de infor-
mación telemática de menores 900851818, del servicio tele-
fónico de información a la mujer, y del servicio telefónico y 
on-line de asistencia legal a las mujeres víctimas de violencia 
de género 900200999, incluidas en el sector de Contact Cen-
ter, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la 
cual se llevará a efectos con paros parciales entre las 00,00 y 
las 02,00 horas, entre las 11,00 y las 13,00 horas, y entre las 
17,00 y las 19,00 horas del día 14 de febrero de 2012.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 
respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía. 

Sevilla, 10 de febrero de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo.
Ilmos./as. Srs./as. Delegados/as Provinciales de la Consejería 
de Empleo de la Junta de Andalucía.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

Tanto para las empresas de asistencia telefónica de emer-
gencias 112, del servicio público de información telemática de 
menores 900851818, del servicio telefónico de información a 
la mujer y del servicio telefónico y on-line de asistencia legal a 
las mujeres víctimas de violencia de género 900200999, los 
servicios mínimos serán los siguientes:

- Personal de Operaciones: En cada turno, el 80% del per-
sonal que presta sus servicios habitualmente.

- Personal Técnico (supervisores de gestión e informáti-
cos): En cada turno, el 50% del personal que presta sus servi-
cios habitualmente.

En todos los casos en los que de la aplicación del respec-
tivo porcentaje resultase un resto, se adicionará una unidad a 
la prestación del servicio mínimo. 

 ORDEN de 13 de febrero de 2012, por la que se 
garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta Tranvías de Cádiz, San Fernando y Carraca, 
S.A., que realiza el servicio de transporte urbano de 
viajeros en los municipios de Cádiz y San Fernando 
(Cádiz), y el servicio interurbano de viajeros entre Cádiz 
y San Fernando, mediante el establecimiento de servi-
cios mínimos.

Por el Comité de Empresa, en nombre y representación 
de los trabajadores de la empresa Tranvías de Cádiz, San Fer-
nando y Carraca, S.A., dedicada al transporte urbano de via-
jeros en los municipios de Cádiz y San Fernando (Cádiz), y el 
servicio interurbano de viajeros entre Cádiz y San Fernando, 
ha sido convocada huelga para los días 18, 19, 20, 25 y 26 de 
febrero de 2012, iniciándose a las cero horas del 18 de febrero, 
y que afecta a todo el personal de la mencionada empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus in-
tereses, también contempla la regulación legal del estableci-
miento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del 
Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de 
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos 
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o de 
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reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo, y ratificada en la 
de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa presta un servicio esencial para la comuni-
dad, el servicio público de transporte urbano e interurbano 
para dos municipios Cádiz y San Fernando, por lo que podría 
verse afectado el ejercicio del derecho a la libre circulación de 
los ciudadanos proclamado en el artículo 19 de la Constitu-
ción, pues el ejercicio de la huelga convocada podría obstaculi-
zar el referido derecho fundamental. Por ello la Administración 
se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial mediante 
la fijación de servicios mínimos.

Convocadas las partes afectadas por el presente con-
flicto, o sea, Ayuntamientos de ambos municipios, Consor-
cio de Transportes de la Bahía de Cádiz, empresa y comité 
de empresa, a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, 
consensuar los servicios mínimos necesarios, a la vista de las 
respectivas propuestas de regulación de servicios mínimos, 
sin que se haya alcanzado acuerdo alguno, y valorando los 
precedentes administrativos, de conformidad con lo que dis-
ponen los preceptos legales aplicables, artículo 28.2 de la 
Constitución; artículo 63.1.5.º de la Ley Orgánica 2/2007, de 
19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para An-
dalucía; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de 
marzo, de Relaciones de Trabajo; Real Decreto 4043/1982, de 
29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios de la 
Administración del Estado a la Junta de Andalucía en materia 
de trabajo; Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, 
sobre reestructuración de Consejerías; Decreto 136/2010, de 
13 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica de la 
Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo y la 
doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran 
en el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga 
que afecta a los trabajadores de Tranvías de Cádiz, San Fer-
nando y Carraca, S.A., dedicada al transporte urbano de via-
jeros en los municipios de Cádiz y San Fernando (Cádiz), y el 
servicio interurbano de viajeros entre Cádiz y San Fernando, la 
cual se llevará a efectos los días 18, 19, 20, 25 y 26 de febrero 
de 2012, iniciándose a las cero horas del 18 de febrero.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limita-
ción alguna de los derechos que la normativa reguladora de 
la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco 
respecto de la tramitación y efectos de las peticiones que la 
motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 13 de febrero de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de 
Cádiz.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

- El 25% de las expediciones en cada ruta, en los servicios 
urbanos de Cádiz y San Fernando, sin incluir en dicho porcen-
taje aquellas unidades que supongan refuerzos a los servicios 
habituales, con un mínimo de una expedición completa diaria, 
con su correspondiente dotación de conductores.

- 1 mecánico/a.
- 1 trabajador/a para el servicio de limpieza de los autobuses. 

 ORDEN de 13 de febrero de 2012, por la que se 
garantiza el funcionamiento del servicio público que 
presta la empresa Gerontología Social, S.L., que realiza 
el servicio de ayuda a domicilio en el municipio de Bar-
bate (Cádiz), mediante el establecimiento de servicios 
mínimos.

Por el Secretario General de la Federación de Servicios 
Públicos de UGT de Cádiz, en nombre y representación de los 
trabajadores de la empresa Gerontología Social, S.L., ha sido 
convocada huelga, de duración indefinida, a partir del 17 de 
febrero de 2012, que afecta a todos los trabajadores que pres-
tan el servicio de ayuda a domicilio en Barbate (Cádiz).

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas de 
empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida e 
inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin de 
asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales 
de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia de 
dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo y ratificada en la de 29 
de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables».

La empresa en la localidad citada presta un servicio esen-
cial para la comunidad cual es la prestación del servicio de 
ayuda a domicilio a los ciudadanos de Barbate, cuya paraliza-
ción puede afectar a la vida e integridad física, a la protección 
de la salud y al bienestar social de tales personas, por lo que 
la Administración se ve compelida a garantizar el referido ser-


